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PETICIÓN 737-03 
ADMISIBILIDAD
VICENTA SANCHEZ VALDIVIESO
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2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 12 de septiembre de 2003 una petición presentada por Isidro Santiago Sánchez (en adelante “peticionario”), en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado” o “Estado mexicano” o “México”), en la cual se alega que los derechos humanos de su madre Vicenta Sánchez Valdivieso, mujer indígena zapoteca, viuda, (en adelante “presunta víctima”), habrían sido violados porque se le negó una protección judicial eficaz.
2. El peticionario sostiene que la presunta víctima acudió al poder judicial para resolver una disputa laboral, pero que tras conseguir una sentencia a su favor no ha podido lograr su ejecución porque el Estado no ha aplicado los mecanismos previstos y necesarios para hacerlo, y así le ha negado el acceso a la protección judicial eficaz.
3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque de los hechos no se desprenden violaciones a los derechos humanos bajo la Convención Americana. Agrega que se busca que la Comisión se convierta en un tribunal de cuarta instancia y alega que los hechos presentados se derivan de un conflicto entre particulares, siendo las instancias laborales las indicadas para dar solución.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión, decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 12 de septiembre de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 737-03. El 24 de septiembre de 2004, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 28 de diciembre de 2004. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario mediante comunicaciones de fecha 15 de febrero de 2005, 10 de enero de 2007, 1 de agosto de 2007, 25 de octubre de 2007, 21 de mayo de 2010, 13 de enero de 2011. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 
7. Asimismo, recibió información del Estado el 20 de julio de 2005, 17 de agosto de 2005, 15 de junio de 2007, 21 y 26 de septiembre de 2007, 28 de mayo de 2010, 27 de agosto de 2010, siendo debidamente trasladada al peticionario.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
El peticionario
8. El peticionario sostiene que los derechos humanos de Vicenta Sánchez Valdivieso, mujer indígena zapoteca, viuda, han sido violados por la falta de protección judicial del Estado mexicano. Informa que en 1998, la presunta víctima presentó una demanda laboral ante la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, Municipio de Tehuatepec, Estado de Oaxaca, en contra del señor Mariano Santana López Santiago en su calidad de patrón de su fallecido esposo, Luciano Santiago Guerra. Agrega que la demanda fue radicada con el número de expediente 165/98. Indica que el juicio concluyó con el dictado del laudo correspondiente, condenando a la parte patronal al pago de $97,827.60 pesos mexicanos. El pago fue requerido por la Junta el 2 de marzo de 2000. Ante la falta de pago, se trabó embargo sobre un automóvil del deudor y se nombró depositaria del bien a la Sra. Esther Jiménez Guerra.

9. Según el peticionario, el 2 de marzo de 2000, Mariano Santana López Santiago llegó en compañía de varias personas al domicilio de la depositaria informándole a ésta que venía a llevarse su vehículo. Alega que ante la negativa de la depositaria de permitirle llevarse el vehículo, el Sr. Santana López la empujó, entró en su domicilio con las personas que lo acompañaban y sustrajo el vehículo embargado. Al conocer del hecho, la presunta víctima y la depositaria presentaron el 3 de marzo de 2000 ante la Agencia del Ministerio Público del Primer turno de Juchitan, una denuncia por robo. Señala que se inició la averiguación previa 104/2000 y el Juez de lo Penal de Juchitan decretó orden de aprehensión en contra de Mariano Santana López Santiago, según consta en expediente penal 64/2000. A partir de ese momento, informa y documenta que la presunta víctima realizó múltiples gestiones y acciones, sin éxito, ante instancias estatales y federales, incluyendo la Procuraduría General de Justicia, para solicitar el cumplimiento de la orden de aprehensión y que se le pagara el monto adeudado conforme a derecho.
10. Indica que el argumento de las autoridades para no ejecutar la orden de aprehensión era que no podían encontrar a Santana López. Sin embargo, señala que dicho argumento es absurdo porque éste se postuló como candidato en el distrito electoral a las elecciones para diputado federal en el 2003 por el partido del trabajo y su campaña apareció repartida en la ciudad de Juchitan. Alega que Mariano Santana López Santiago es un líder político que ha gozado de impunidad. Indica que al momento de presentarse la queja ante la CIDH, no era diputado y que las autoridades lo protegieron, le permitieron postularse y elegirse como diputado, a pesar de que no debió registrarse su candidatura porque tenía orden de aprehensión. Alega que el Estado no precisa fechas, lugares y circunstancias en las que dice haber implementado operativos para la detención de López Santiago. 
11. Expresa que su madre, Vicenta Sánchez Valdivieso, es una mujer sola y sin recursos que se mantiene vendiendo agua de frutas naturales. Señala que ha buscado justicia durante años, y para ello, adjunta solicitudes emitidas a la Subprocuradoría Regional de Justicia del Istmo Residente en Santo Domingo Tehuantepec, al Visitador Adjunto de la Oficina Regional de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, y al Gobernador Constitucional de Estado de Oaxaca. Sin embargo, manifiesta que las autoridades mexicanas han hecho caso omiso a su demanda ya que el Sr. Santana López, al ser dirigente de la Coalición Obrera, Campesina, Estudiantil del Istmo  (COCEI-PT), tendría conexiones con autoridades que lo habrían protegido.   
12. Además, adjunta documento suscrito por la presunta víctima al Gobernador Constitucional del Estado de Oaxaca en el denuncia haber sido objeto de amenazas por parte del demandado Mariano Santana López, que en su calidad de Senador le dijo que tiene influencias para que con una sola llamada la encierren.  

13. En respuesta al argumento del Estado, en el sentido que debería haber presentado otros recursos como la ampliación del embargo, el peticionario sostiene que la ley laboral efectivamente admite la ampliación del embargo, sin embargo, indica que no tenía que solicitarlo porque el bien que se tenía embargado fue robado y las autoridades no actuaron conforme a sus obligaciones. Además, afirma que la actitud de las autoridades en el sentido de proteger al deudor, hizo irrisorio las otras posibilidades teóricas.
14. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el peticionario afirma que existe un retardo injustificado producto de una evidente protección de Mariano Santana López que ha traído como consecuencia la impunidad en perjuicio de los derechos laborales de la presunta víctima.

B. 
El Estado 

15. El Estado alega que la petición debe ser declara inadmisible porque la presunta víctima no habría demostrado que se hayan vulnerado derechos humanos contemplados en la Convención Americana y busca que la CIDH se constituya en una cuarta instancia. Asimismo, afirma que los hechos alegados derivan de un conflicto entre particulares, siendo las instancias laborales las indicadas para dar solución.
16. El Estado coincide con el peticionario en la información sobre la demanda laboral interpuesta por la presunta víctima en contra del Sr. Mariano Santana López Santiago ante la Junta de Conciliación y Arbitraje Especial de Tehuantepec, Oaxaca. Asimismo, respecto de la información relativa al contenido del laudo arbitral y del embargo decretado sobre un vehículo del demandado. 
17. Agrega que con motivo de la sustracción del vehículo embargado, el 3 de marzo de 2000, la presunta víctima presentó una denuncia ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca, dándose inicio a la averiguación previa 104(I)2000 por el delito de robo. El 27 de marzo de 2000 fue consignada la averiguación previa ante el Juez de Adscripción, quien el 12 de abril de 2000 libró orden de aprehensión en contra del Sr. López Santiago por su presunta responsabilidad “en la comisión del delito de robo de vehículo con violencia física y moral”.

18.  Según el Estado, para dar cumplimiento a dicha orden, la Procuraduría de Oaxaca implementó diversos operativos sin éxito. La última ocasión que se pretendió ejecutarla en el 2004, las autoridades se vieron impedidas de lograr su captura, pues un grupo de aproximadamente 300 personas simpatizantes del Sr. López Santiago lo impidió. En agosto de 2004, fue elegido diputado formando parte de la Comisión Permanente de Trabajo y Seguridad Social de la LIX Legislatura Constitucional del Estado de Oaxaca. El 2 de julio de 2005, el encargado de la comandancia de Juchitán, Oaxaca, informó que no era posible ejecutar la orden de aprehensión porque Mariano Santana López era diputado local y gozaba de fuero constitucional, conforme a los artículos 108, 109 y 110 de la Constitución. Informa que la Constitución establece un procedimiento especial para las personas que tengan fuero, en el que se decide la separación del cargo y se sujeta al responsable a la acción de los tribunales comunes.
19. Asimismo, indica que el Sr. López Santiago promovió una demanda de amparo contra la orden de aprehensión ante el Juzgado Sexto de Distrito el 30 de septiembre de 2005 (638/2005) que fue resuelta a su favor porque el juez consideró que la orden de aprehensión no se “encontraba robustecida con pruebas suficientes para acreditar su probable responsabilidad”. Inconforme con dicha resolución, el Ministerio Público interpuso recurso de apelación. El 28 de marzo de 2006, la Primera Sala de lo Penal confirmó la sentencia apelada y la orden de aprehensión quedó sin efecto.

20. El Estado afirma que el Estado de Oaxaca habría realizado esfuerzos para una solución alternativa del conflicto y lograr compensar el daño ocasionado a la presunta víctima, aunque se trata de un conflicto entre particulares. Sin embargo, sostiene que la presunta víctima reclamó pretensiones exorbitantes imposibles de cumplir. 
21. Alega que la presunta víctima no ha agotado los recursos internos relacionados con el juicio laboral que dio origen a la controversia, porque conforme al artículo 965 de la Ley Federal del Trabajo, pudo solicitar la ampliación del embargo para el caso de que los bienes embargados no fueran suficientes para cubrir las cantidades por las que se dictó el laudo.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
22. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a Vicenta Sánchez Valdivieso, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación, respectivamente. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
23. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Agotamiento de los recursos internos y caracterización de los hechos
24. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 47.b) del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
25. En el presente caso, la CIDH observa que la presunta víctima acudió a la justicia laboral y obtuvo en un juicio laboral un laudo a su favor. Posteriormente, frente al incumplimiento del laudo, el poder judicial procedió a embargar un vehículo de propiedad del deudor, Sr. López Santiago. El Sr. López Santiago habría robado el vehículo depositado por lo que la presunta víctima habría presentado una denuncia penal ante las autoridades. El peticionario alega que el Poder Judicial permitió que el denunciado evadiera la justicia, por inacción y corrupción.  El Estado, por su parte, informa que no había sido posible capturar al Sr. López, e indicó que en una ocasión, cuando agentes de la policía intentaron, un grupo de 300 simpatizantes lo habrían impedido. Las partes indican que la ley ofrece la posibilidad de ampliar el embargo, pero el peticionario indica que debido a las circunstancias, dicha posibilidad sería irrisoria. 

26. Para efectos del agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, la Comisión observa que los presuntos hechos que dieron lugar a la presente petición, tienen origen en una disputa entre particulares, pero que la materia ante la Comisión se relaciona con la respuesta del Estado a través del poder judicial. Con base en el análisis de la información presentada por las dos partes, la Comisión encuentra que la presunta víctima invocó los recursos a su alcance, y los presuntos obstáculos que impidieron completar el proceso hasta su ejecución requiere de un análisis en la etapa de fondo. Dado que el proceso sigue pendiente sin haber logrado su ejecución, la Comisión aplica la excepción a la regla de previo agotamiento basada en una demora indebida en los términos del artículo 46.2.c de la Convención Americana.
2.
Plazo de presentación de la petición

27. El artículo 46.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención Interamericana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

28. En el presente caso, la petición fue recibida el 12 de septiembre de 2003, durante el proceso de ejecución y cuando la presunta víctima se encontraba a la espera de que las autoridades ejecuten una orden de aprehensión emitida desde el 12 de abril de 2000 por el robo del vehículo que iba a ser ejecutado para hacer efectivo el laudo dictado el 2 de marzo de 2000. Por lo tanto, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
29. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4.
Caracterización de los hechos alegados

30. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de la presunta víctima.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
31. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
32. En este caso, el peticionario sostiene que el Estado violó los derechos humanos de la presunta víctima porque negó la protección judicial eficaz al no ejecutar las medidas necesarias para lograr la ejecución de una sentencia, inclusive una orden de aprehensión decretada por los tribunales de justicia. El Estado por su parte afirma que no se identifican elementos que caractericen una violación a la Convención Americana.
33. De acuerdo a la información y documentos aportados por las partes, la CIDH considera que los hechos alegados respecto de la presunta omisión del Estado de tomar las medidas requeridas para la ejecución de la sentencia, debido supuestamente a que las autoridades competentes permitieron que la persona en cuestión evadiera la justicia, o por presión o por corrupción, podría caracterizar una violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento, respecto de la presunta víctima y sus familiares. 
34. Asimismo, considera que las alegaciones sobre presuntas amenazas y presiones en perjuicio de la presunta víctima podrían caracterizar una vulneración al derecho garantizado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento.
V.
CONCLUSIONES

35. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar admisible la petición en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos establecidos en los artículos 5.1, 8.1 y 25 de la Convención, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado, respecto de la presunta víctima y sus familiares.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr 46.





